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Síntesis y Recomendaciones
	 Fortalecer la convivencia educativa desde un enfoque 

amplio, preventivo, promocional, formativo y partici-
pativo que contribuya a garantizar los derechos de 
los NNA y también de los adultos de todos los esta-
blecimientos educativos del país.

	 Proponer un coordinador de convivencia educati-
va en jornada completa de dedicación exclusiva 
al cargo releva la importancia de la convivencia y da 
garantías para una adecuada gestión interestamental 
e interministerial..

	 Robustecer el carácter participativo del Consejo 
Escolar y Parvulario, y su incidencia en los Planes 
de Gestión de la Convivencia Educativa, refuerza el 
derecho de todo NNA a expresar su opinión y a ser 
tomado en cuenta (ONU, 1989). Este aspecto es clave 
para una buena convivencia escolar (Fierro-Evans & 
Carbajal-Padilla, 2021). 

Recomendaciones:

	 En línea con la evidencia científica nacional e 
internacional, los esfuerzos formativos para 
atender y prevenir la violencia en los contex-
tos educativos, así como el fortalecimiento de 
la participación en la gestión de la convivencia 
escolar requiere de una mayor especificación de 
la línea promocional del bienestar y del buen 
trato. 

Antecedentes
El derecho que tiene todo niño, niña y adolescente (NNA)  
a vivir en contextos  libres  de violencia, a no ser discrimi-
nado, a ser respetado en su propia identidad, a expresar 
su opinión y a participar, están consagrados en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (CDN, 1989), ratificada 
por el Estado de Chile el 27 de septiembre de 1990 y apo-
yada por organismos internacionales que se encargan de 
su socialización y difusión (UNICEF, 2022). 

La gestión de la convivencia escolar y la erradicación de 
toda forma de violencia y discriminación contribuyen a ga-
rantizar tanto los derechos de NNA como los de los adul-
tos que trabajan en la escuela.

Chile ha realizado esfuerzos estatales y gubernamentales 
para reducir la violencia y mejorar la calidad de la convi-
vencia en las escuelas. Sin embargo quedan temas pen-
dientes de enfrentar, algunos de los cuales son aborda-
dos por el proyecto de ley sobre Convivencia, Buen Trato 
y Bienestar de las Comunidades Educativas (mensaje pre-
sidencial N° 102-372).



	 El coordinador de convivencia educativa necesi-
ta contar con formación especializada en con-
vivencia escolar como requisito de entrada en el 
desarrollo de su rol. 

	 Pedagogizar la convivencia educativa requiere 
una mayor participación del/la Jefe de Unidad 
Técnico-Pedagógica (UTP) en la articulación 
de los objetivos y actividades de aprendizaje 
con el Plan de Gestión de la Convivencia Educati-
va.

	 El monitoreo y evaluación de la convivencia 
educativa demanda el uso de instrumentos más 
específicos para tales fines.

Discusión Legislativa
El presente documento tiene por objetivo comentar el pro-
yecto de ley sobre Convivencia, Buen Trato y Bienestar de 
las Comunidades Educativas, con el objetivo de prevenir y 
erradicar el acoso escolar, la discriminación y todo tipo de 
violencia en los establecimientos educacionales (mensaje 
presidencial N° 102-372), considerando los aportes de la 
investigación científica y el debate con actores educativos 
en la materia

El proyecto en cuestión es valioso en tanto:

I. Avanza hacia una perspectiva amplia de 
convivencia escolar.

El proyecto de Ley (PdL) a discutir incorpora dos dimensio-
nes claves de la convivencia escolar, esto es, la dimensión 
inclusiva y democrática; junto con cambiar el adjetivo de 
convivencia “escolar” por convivencia “educativa”. 

La literatura nacional e internacional muestra que para 
avanzar hacia una perspectiva amplia de la convivencia 
escolar; esto es, una convivencia pacífica y duradera en 
el tiempo, se requiere garantizar el reconocimiento de 
las diversidades presentes en la escuela, y su adecuado 
involucramiento y representación en los procesos de en-
señanza y aprendizaje (Bickmore, 2004, 2010 ). Esto sig-
nifica que para tener una cultura estable de la paz, no 
basta con controlar la violencia, sino que también se hace 

necesaria la instalación de competencias comunicativas, 
deliberativas y participativas, lo que se asocia a formación 
ciudadana (Carbajal, 2016; Carbajal & Fierro-Evans, 2020). 
Claramente, las relaciones jerárquicas que ocurren al in-
terior de los establecimientos educativos - por ejemplo, 
entre estudiantes y profesores; entre profesores y equipo 
directivo- forman parte del aprendizaje de la vida en so-
ciedad. El aprender a convivir de manera democrática en 
la escuela implica, por una parte,  aprender a respetar la 
autoridad pedagógica, la jerarquía y la institucionalidad; y, 
por la otra,  aprender a participar activamente en la cons-
trucción del bien común (Araujo, 2016, 2020). A esto es lo 
que la literatura denomina clima escolar autoritativo, en 
contraposición a un clima escolar autoritario y a uno de 
tipo laissez faire (Cornell y Huang, 2016).

Respecto del cambio de “convivencia escolar” por “convi-
vencia educativa”, consideramos que el actual proyecto 
de ley incorpora la idea de trayectorias, al entender que 
la convivencia es un proceso que se adquiere y desarro-
lla durante todo el proceso educativo. Luego, la gestión 
de la convivencia escolar no es solo una responsabilidad 
de la educación básica y media, sino también de etapas 
previas (educación parvularias) y posteriores (educación 
terciaria). 

Otro aspecto a destacar es que se ocupa de promover en-
tornos libres de violencia, considerando a todos los acto-
res en el desarrollo y afectación de estos entornos.

II. Otorga garantías de derechos a niños, niñas 
y adolescentes sin distinción de dependencia 
administrativa. 

La legislación propuesta promueve un enfoque de garan-
tía de derechos que se extiende a todos los establecimien-
tos educativos, con independencia de su dependencia ad-
ministrativa. Esto se considera un avance sustantivo en 
materia de garantía de derechos de la infancia. En espe-
cial, se resguarda el derecho a la participación, a expresar 
una opinión y que sea tomada en cuenta, así como tam-
bién el derecho a vivir en ambientes libres de violencia. 
Esto se garantiza a través de espacios de representación 
y participación interestamental en donde los estudiantes 
pueden ser orientados y apoyados por los adultos de la 
comunidad escolar, enmarcándose en el principio de au-
tonomía progresiva. 



La legislación vigente no garantiza espacios de parti-
cipación de estas características para estudiantes 
pertenecientes a establecimientos particulares pa-
gados. En Chile la figura del Consejo Escolar, presente 
en los establecimientos con subvención estatal, facilita 
la participación de la comunidad escolar en la definición 
de lineamientos y el monitoreo del Plan de Gestión de la 
CE, aspectos fundamentales para desarrollar una comu-
nidad educativa cohesionada.  La propuesta de instalar 
un Consejo Escolar o parvulario en todo establecimiento 
educacional cuyo objetivo será el de estimular y canalizar 
la participación de la comunidad educativa en el proyecto 
educativo y promover la buena convivencia y el buen tra-
to, otorga garantías de participación que estaban negadas 
a los estudiantes pertenecientes a los establecimientos 
particulares pagados.

Investigaciones nacionales evidencian baja participación y 
baja calidad de la convivencia escolar en establecimientos 
particulares pagados (Ascorra et al., 2022). Por ejemplo, 
las investigaciones realizadas por Ilabaca et al. (2024) y 
Ascorra et al:, (2023) evidencian que la evaluación de la 
convivencia escolar desde la voz de los estudiantes para 
establecimientos particulares pagados en 8º año básico 
durante los años 2014 al 2019 es significativamente me-
nor que aquella reportada por escuelas municipales. Por 
lo tanto, avanzar en otorgar condiciones para garantizar 
los derechos de todas y todos los estudiantes de Chile, 
incluido aquellos matriculados en establecimientos de de-
pendencia particular pagada, significa considerar el bien 
superior del niño como un derecho mayor y supraordina-
do a otros. 

Del análisis del PdL concluimos que la libertad de ense-
ñanza y autonomía de los establecimientos de dependen-
cia privada queda resguardada, en tanto la obligación de 
contar con un Plan de Gestión de la Convivencia Educativa 
refiere solo a la obligación de tenerlo - de la misma mane-
ra en que hoy todos los colegios, escuelas y liceos de Chile 
deben contar con protocolos de acción ante situaciones 
que vulneran los derechos de la comunidad educativa- 
mas no especifica qué tipo de plan de convivencia, dando 
a  entender que dicha especificación, junto con cumplir 
los contenidos mínimos especificados en la PNCE, se de-
finiriá y tendrá características particulares dependiendo 
de los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) y de los 
sellos propios de cada establecimiento.

Contar con un Consejo escolar donde participen los es-
tudiantes, si bien impone una nueva regulación, también 
otorga equidad de participación para estudiantes de dis-
tintas dependencia educacional, lo que da cumplimiento 
al derecho a la participación a todo NNA,  derecho consa-
grado en la CDN (1989).

Por otro lado, destacamos la posibilidad de brindar espe-
cial protección a grupos en riesgo de exclusión por razo-
nes étnicas, socioeconómicas, orientación sexual o afec-
tiva, entre otras. Siguiendo un enfoque de convivencia 
democrática, atender a estos grupos posibilita un avance 
en la atención a la violencia estructural y la injusticia social 
(Galtung et al., 2013; Carbajal, 2016). 

III. Establece un enfoque preventivo y promocional 
que considera aspectos formativos en el abordaje de 
la  violencia y convivencia escolar.

La literatura nacional respecto de las políticas de conviven-
cia escolar ha reportado la existencia de lógicas contradic-
torias. Por un lado,  se comprende la convivencia escolar 
como la necesidad de implementar acciones formativas 
que permitan el pleno desarrollo de las potencialidades 
de los estudiantes; al mismo tiempo que se la interpreta 
como un marco normativo punitivo que tiene por objeto 
castigar comportamientos indeseados (Magendzo y Tole-
do, 2015; López et al., 2021). Se han identificado también 
prácticas punitivas excluyentes que se siguen consideran-
do como formas aceptables de resolución de conflictos 
(López et al., 2022; López et al., 2023; Ortiz et al.,  2023). La 
implementación de la política a nivel de escuela ha identi-
ficado discursos médicos orientados a la atención de es-
tudiantes en box clínicos al interior de establecimientos 
educacionales  (Ascorra et al., 2018) junto a una gestión 
con foco en la contingencia y acciones de nivel individual 
sobre estudiantes “casos” que presentan “problemas de 
conducta” (Cortés et al. 2019; Ramírez-Casas del Valle & 
Valdés, 2019). 

Frente a este marco contradictorio el presente PdL avanza 
en a) definir un enfoque preventivo de la violencia y pro-
mocional de la convivencia escolar y b) abandona el enfo-
que biomédico de atención por contingencia para insta-
lar un enfoque pedagógico y formativo. En este sentido, 
destacamos la incorporación de acciones de coordinación 
con el área técnico pedagógica que permitan transversali-



zar el desarrollo de habilidades y prácticas de convivencia 
escolar, aún cuando esta coordinación pudiese quedar 
mejor explicitada, aspecto que se discutirá más adelante 
en este documento. 

IV. Establece un/a coordinador/a de convivencia 
escolar que especifica la dedicación exclusiva, la  
jornada completa y el perfil del cargo.

La investigación nacional muestra que quienes se desem-
peñan como “encargados de convivencia escolar”, a pesar 
de estar contratados en su mayoría por jornada completa 
(Morales et al., 2022), no siempre cuentan con una de-
dicación exclusiva para este cargo. Existe evidencia que 
demuestra los obstáculos que presentan los encargados 
al desempeñar una doble función, lo cual afecta la delimi-
tación de sus funciones y su quehacer profesional (Valen-
zuela et al., 2018; Cortes et al., 2019).

La distinción semántica que propone el proyecto de ley 
es interesante y necesaria. Se propone transitar desde 
una denominación de “Encargado” de Convivencia Escolar 
a una de “Coordinador”. El primer constructo hace pen-
sar en una persona que es responsable de la gestión de 
la convivencia escolar; el segundo, hace pensar en un rol 
de articulación, donde distintos miembros y organismos 
colaboran conjuntamente para desarrollar la convivencia 
escolar. Así, el coordinador se plantea como una estruc-
tura de trabajo de liderazgo intermedio y se acerca más 
a un rol y funciones de  liderazgo distribuido; lo que per-
mite un mayor compromiso en la promoción del cambio 
(Ahumada et al., 2023), en línea con la Política Nacional de 
Convivencia Escolar que plantea un enfoque de escuela 
total (whole-school approach) y con las recomendaciones 
internacionales basadas en evidencias (Bradshaw et al., 
2021; Hornby, 2016; Mayer et al., 2021; Ministerio de Edu-
cación, 2024; Nyoni et al., 2022).

Por otro lado, la definición de un perfil vinculado a un pro-
fesional de la educación, del área psicosocial o psicope-
dagógica con formación o experiencia en el ámbito peda-
gógico o de la convivencia escolar, constituye un avance 
respecto de la política vigente, la cual no detalla un perfil 
esperado; sin embargo esta especificación requiere ma-
yor desarrollo, como se comentará más adelante. 

V. Establece una coordinación intersectorial entre 
diferentes ministerios y organismos del sistema de 
aseguramiento de la calidad.

El PdL establece la intersectorialidad haciendo posible 
una respuesta compleja a las necesidades de atención y 
prevención que tienen las comunidades educativas. Se 
adopta así, un enfoque social ecológico propio de una 
gestión sistémica y territorializada (Bronfenbrenner & 
Morris, 2007). 

La investigación nacional reporta que los territorios ocu-
pados por el narcotráfico se correlacionan positivamente 
con violencia, pobreza y mayor rezago escolar en el muni-
cipio. A su vez, en Chile las investigaciones muestran que 
la proximidad a los barrios ocupados por narcotráfico 
es un predictor negativo de niveles más bajos de rendi-
miento y NSE a nivel de escuela entre 2009-2019 (García, 
2023), y que la percepción de inseguridad en la escuela 
está correlacionada con la percepción de inseguridad en 
el barrio (López et al., 2017). En la misma línea y a nivel 
internacional Astor y Benbenishty (2009) han identificado 
la influencia del barrio en la violencia escolar. Luego, una 
adecuada gestión al interior de las escuelas supone una 
mirada sistémica, donde participe tanto el Ministerio de 
Desarrollo Social como el Ministerio del Interior.

En esta misma línea, se hace indispensable una coordi-
nación entre el Ministerio de Educación y el Ministerio de 
Salud. La OMS (2022) reporta que el 20% de niños, adoles-
centes y jóvenes chilenos padecen de algún tipo de enfer-
medad mental. Según un estudio realizado por la Univer-
sidad del Desarrollo, durante la pandemia la sensación de 
agobio de NNA aumentó en un 52%; lo que implica coor-
dinaciones interministeriales que garanticen el derecho a 
la educación bajo una adecuada atención de dificultades 
de salud mental. Sin embargo, la sistematización de prác-
ticas sostenibles de gestión de la convivencia escolar en 
línea con el enfoque de escuela total que fundamenta el 
PdL, da cuenta de una abrumante falta de acceso a aten-
ciones de salud mental para estudiantes derivados desde 
establecimientos educativos al intersector, así como de 
una baja calidad de ellas en el sector público (López et al., 
2024a).

Finalmente, durante el 2022 se cursaron 885 procesos de 
expulsión a través de la Ley Aula Segura. La mayoría fue-



ron aplicados a estudiantes de enseñanza básica (entre 6 
y 12 años), quienes se vieron “empujados” a abandonar 
sus escuela al ser individualizados como “conflictivos” (De-
fensoría de la Niñez, 2022). Desde el punto de vista de la 
garantía a los derechos educativos de convivencia, salud 
mental y bienestar en todos los niveles de enseñanza, se 
hace necesario mejorar la articulación del propio Sistema 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en su es-
tructura y forma de organización y ejecución de las políti-
cas ministeriales. En el año 2018, tras 15 años de diversas 
leyes y políticas educativas orientadas a mejorar, promo-
ver y desarrollar la convivencia escolar y a disminuir los ni-
veles de violencia escolar, López et al. (2018) entrevistaron 
a profesionales del Sistema SAC- Agencia de Calidad, Mi-
nisterio de Educación y Superintendencia de Educación- 
quienes identificaban tensiones y nudos críticos a nivel 
conceptual (qué es la convivencia escolar), metodológico 
(cómo evaluarla) y procedimental (cómo entregar apo-
yos). Seis años después, podemos identificar mejoras en 
la distinción conceptual entre violencia escolar y conviven-
cia escolar (ej. Ministerio de Educación: PNCE actualizada 
el año 2024), en la manera en que se reporta a los estable-
cimientos bajo un sentido de monitoreo para la toma de 
decisiones locales que resulta más útil para las escuelas 
(ej. Agencia de Calidad: DIA socioemocional y DIA de con-
vivencia escolar desde el 2024), y en la manera en que se 
apoya (ej. Superintendencia de Educación: mayor énfasis 
en protocolos con medidas formativas, en formación en 
mediación escolar y en estrategias de gestión colaborativa 
de conflictos). Aún así, un elemento que es fundamental 
mejorar es la articulación del propio sistema SAC en los 
distintos niveles del sistema educativo, sobre todo, a nivel 
provincial/regional/macrozonal.

VI. Enfatiza la protección de funcionarios y profesores 
ante la violencia escolar, y la responsabilidad de 
directivos y sostenedores en el cultivo de un buen 
ambiente laboral.

El proyecto de ley recoge una necesidad sentida por parte 
de todos los adultos y profesionales que trabajan en la 
escuelas; esto es, vivir en ambientes seguros, libres de vio-
lencia y ser protegido ante situaciones de violencia, acoso 
y/o agresión sexual.

La prevención de la violencia y la promoción del bienes-
tar para funcionarios y profesores permite dar coheren-

cia a lo que el Ministerio de Educación denomina como 
“comunidad educativa”. En relación a proyectos de ley 
anteriores, que hoy se encuentran implementados como 
ley -Ley de Violencia Escolar, Ley Aula Segura- este PdL 
se hace cargo de un hecho ineludible: que la comunidad, 
y por tanto la convivencia escolar, la construyen todas 
y todos quienes participan del proceso educativo; y por 
tanto, que la convivencia escolar no es solo entre estu-
diantes, sino también entre ellos y los docentes y otros 
adultos de la escuela, así como entre los adultos. La in-
vestigación nacional muestra que las relaciones negativas 
entre estudiantes y profesores aumentan las probabilida-
des de deserción escolar de los estudiantes  (Contreras et 
al., 2022), y al contrario, que las relaciones positivas entre 
estudiantes y profesores contribuyen a un mejor rendi-
miento académico (López, Salgado & Berkowitz, 2023). Sin 
embargo, durante el período post-pandémico, se eviden-
cia un aumento de denuncias de maltrato hacia adultos 
del establecimiento educativo recibidas por la Superinten-
dencia de Educación (López et al., 2024b), lo que otorga 
evidencia a favor de otorgar también garantías de protec-
ción de derechos laborales de profesores y funcionarios 
ante situaciones de violencia escolar, y de resguardar las 
condiciones laborales bajo las cuales trabajan, como por 
ejemplo, el clima laboral.

VII. Establece medidas de prevención, protocolos de 
protección, y procedimientos de sanción.

El proyecto de Ley mantiene medidas de protección y res-
guardo de la convivencia escolar. Mantiene la gradualidad 
de faltas y sanciones proporcionales a estas; garantizando 
la preocupación por la mantención de entornos libres de 
violencia. 

Se destaca la incorporación de orientaciones y recomen-
daciones por parte del MINEDUC en cuanto a las medidas 
formativas. La investigación ha demostrado que existen 
dificultades en la implementación de este tipo de medi-
das, a partir de un enfoque punitivo y sancionador (López 
et al., 2021). Lo anterior se traduce en el uso predominan-
te de sanciones, las cuales incluso afectan los derechos de 
NNA (López et al., 2024; Ortiz-Mallegas et al., 2023; UNI-
CEF, 2021). En este sentido, la posibilidad de contar con 
orientaciones claras en esta materia resulta fundamental. 



VIII. Articula diferentes cuerpos normativos en 
materia de convivencia escolar. 

Se observa un esfuerzo por proporcionar un sentido uni-
ficado de la convivencia escolar y su abordaje. Esto es vi-
sible en la articulación entre la Ley General de Educación 
(Ley No. 20.370); el decreto con fuerza de Ley No 2 (sobre 
Subvención Escolar); Ley de Jornada Escolar Completa 
(Ley No. 19.979); Ley Sistema Nacional de Aseguramiento 
de la Calidad (Ley No. 20.529) y Ley de Estatutos para Pro-
fesionales de la Educación (Ley No. 19.070).

Valoramos este esfuerzo por unificar diferentes cuerpos 
normativos, pues la evidencia muestra que las políticas en 
esta materia no siempre apuntan a sentidos compartidos 
(Ascorra et al., 2019), lo cual fue expuesto con anteriori-
dad.

Por otra parte, nos parece que es necesario fortalecer los 
siguientes aspectos:  

I. Clarificar la articulación conceptual entre violencia 
y convivencia escolar, y su aterrizaje metodológico.

El proyecto de ley no es claro en el abordaje que realiza de 
la violencia y la convivencia escolar. Si bien el documento 
define cada uno de los constructos, en su abordaje global 
asocia reducción de la violencia con buena convivencia 
escolar.

Consideramos relevante avanzar en lineamientos con-
ceptuales claros que faciliten la gestión de los equipos de 
convivencia. La investigación previa nos muestra que los 
equipos visualizan las políticas educativas en esta materia 
como contradictorias, lo cual dificulta la gestión. En este 
sentido entendemos que violencia y convivencia escolar 
son constructos independientes que requieren de aborda-
jes diferentes. Entendemos que el abordaje de las violen-
cias es principalmente preventivo para toda la comunidad 
educativa e interventivo para grupos específicos. Entre las 
herramientas de prevención e intervención de la violencia 
encontramos estrategias de mediación (Fierro-Evans et 
al., 2021a), de desarrollo de habilidades socioemociona-
les (Chaux, 2009), de reparación (Bickmore, 2016) y estra-
tegias sancionadoras (Ortiz-Mallegas et al., 2023). Por su 
parte, el abordaje de la convivencia escolar es,  principal-
mente, promocional para toda la comunidad educativa e 

interventivo para grupos focalizados. Es decir, la escuela 
debe promover la creación de instancias y experiencias 
que permitan el desarrollo del bienestar, del sentido de 
pertenencia, del sentido de comunidad y la identidad con 
la escuela. Las estrategias de intervención son principal-
mente participativas y con enfoque comunitario  (López et 
al., 2022; Prilleltensky, 2001, 2003, 2004, 2008). 

El PdL requiere una mayor articulación de la línea promo-
cional de la convivencia escolar (democrática, participati-
va) y del bienestar en la escuela (pertenencia, coherencia 
institucional, contribución a la escuela, actualización de 
la escuela) con la violencia escolar. Disminuir la violencia 
no asegura que la convivencia y el bienestar se logren. Se 
requieren complementar herramientas de intervención, 
prevención y promoción para avanzar en las dos direccio-
nes con herramientas específicas y con la misma fuerza.

Por lo tanto, recomendamos que, además de definir y 
distinguir conceptualmente entre violencia y convivencia 
educativa, se especifique la relación entre ambos concep-
tos y su bajada o “aterrizaje” metodológico en términos de 
la intervención escolar.

II. Clarificar las responsabilidades del sostenedor. 

Consideramos relevante otorgar responsabilidades al 
sostenedor en la garantía de condiciones para los equi-
pos de convivencia escolar. La escasa investigación sobre 
la gestión de la convivencia escolar en los niveles inter-
medios - las/los encargados municipales o a nivel de SLEP 
en materias de convivencia escolar muestra que los sos-
tenedores no poseen recursos destinados para CE, tie-
nen escasa formalización de sus equipos, se encuentran 
escasamente capacitados, no cuentan con un proyecto 
institucional que apoyara su gestión ni se observa una  
adecuada articulación en red entre establecimientos (As-
corra et al., 2020; Sánchez et al., 2018).  A nivel general, se 
concluyó que la gestión de la CE se encuentra en una fase 
de instalación, con escasos procesos de gestión, y que es-
tos se encuentran focalizados a la atención de casos críti-
cos y/o el cumplimiento de la normativa vigente (Sánchez 
et al., 2018). Así, estos estudios destacan la importancia 
de la coordinación entre los encargados de convivencia 
escolar de los establecimientos educativos, con los en-
cargados de convivencia escolar a nivel de sostenedor; la 
importancia de la formación de los equipos, y los recursos 



profesionales que dispone el municipio/SLEP en materia 
de CE. Estas investigaciones recomiendan que los soste-
nedores cuenten con modelos de gestión en convivencia 
escolar que integren factores como: la existencia de un 
equipo profesional especializado, la implementación de 
políticas, un sistema de evaluación y seguimiento, y pla-
nes atingentes (Ascorra et al., 2019; Ascorra et al., 2020). 
En el escenario actual, dado que las características de los 
sostenedores son muy diversas, consideramos relevante 
tomar en cuenta las complejidades en la gestión de los 
Servicios Locales de Educación Pública, quienes tienen 
una mayor diversidad de escuelas a su cargo. En este sen-
tido, resultan preocupantes los resultados recientes de 
Carrasco-Aguilar et. al (2024) , quienes identificaron una 
escasez de indicadores de responsabilidad por la gestión 
de la convivencia escolar de los SLEP: De las 82 responsa-
bilidades implícitas declaradas en los documentos oficia-
les gubernamentales -  Ley N° 21.040 y Primera Estrategia 
Nacional de Educación Pública 2020-2028 (ENEP)- solo 4 
corresponden al ámbito de convivencia escolar, lo que re-
presenta un 4,9% en comparación a las dimensiones de 
gestión pedagógica, (34.2%), liderazgo (29.3%), recursos 
(20.7%) y gestión del territorio (11%). De estas 4 responsa-
bilidades, solo 1 (una) guarda relación con el rol de forma-
ción en convivencia escolar.

Por lo tanto, recomendamos clarificar y especificar las 
responsabilidades del sostenedor en relación con el me-
joramiento/mantención de una convivencia escolar que 
otorgue espacios de seguridad y protección a la comuni-
dad educativa, así como de buenos ambientes laborales 
(Cornejo, 2012).

En parte, el rol del sostenedor de cara a las escuelas que-
da establecido con la obligación de dotar de un coordi-
nador de convivencia educativa, con perfil, jornada y 
exclusividad de funciones. Sin embargo, no queda claro, 
más allá de esta asignación de cargo por establecimiento, 
cuáles son los roles y responsabilidades en el ámbito de 
convivencia escolar, los que pueden incluir, entre otros: 
formación y actualización a equipos de convivencia; gene-
ración de planes de gestión de convivencia escolar a nivel 
de sostenedor, alineados con los instrumentos de alcance 
mayor (e. Plan Anual de los SLEP) y con los planes de los 
establecimientos educativos; crear y mantener, o partici-
par de, redes territoriales de convivencia escolar. 

Por otra parte, y en relación a las responsabilidades del 
sostenedor para el mejoramiento/mantención de un 
buen clima laboral para todas y todos los adultos que tra-
bajan en los establecimientos educativos, observamos la 
ausencia de responsabilidades organizacionales para me-
jorar las condiciones laborales de docentes y asistentes 
de educación. En el Plan Nacional Docente se habla, por 
ejemplo, de la incorporación de protocolos de vigilancia 
de riesgos psicosociales, que es una política nacional obli-
gatoria para los centros laborales, pero cuyos instrumen-
tos y metodologías asociadas -entre ellos, la aplicación y 
posterior interpretación y diseño de planes de acción en 
relación a los resultados del Cuestionario de Evaluación 
del Ambiente Laboral - Salud Mental, CEAL/SM/SUSESO 
(Franco et al., 2022)- no suelen aplicarse en los contextos 
de establecimientos educativos. El punto 6 del PdL señala 
la responsabilidad de “identificar y evaluar los riesgos psi-
cosociales en la aplicación de protocolos de prevención 
del acoso sexual, laboral y violencia en el trabajo de los 
estableicmientos educativos”. La evaluación de riesgos 
psicosociales es más amplio que los protocolos de pre-
vención de acoso sexual, laboral y violencia en el trabajo, 
pues incluye también la evaluación de riesgos psicosocia-
les asociados a condiciones de trabajo.

Por consiguiente, nuestra recomendación es explicitar la 
responsabilización de los sostenedores en resguardar las 
condiciones de agobio y sobrecarga laboral que afectan 
el bienestar docente, y por tanto el de toda la comunidad 
educativa, a través del uso permanente de protocolos de 
riesgos psicosociales en el trabajo, de manera amplia, in-
cluyendo, además de protocolos de acoso sexual, laboral 
y de violencia en el trabajo, la evaluación de condiciones 
laboraes y sobrecarga laboral.

III. Definir la formación esperada en los equipos de 
convivencia escolar y profesores.

Las investigaciones nacionales muestran que la forma-
ción de los equipos de convivencia es de carácter breve y 
episódica (Morales et al., 2022), en circunstancias en que 
la formación en convivencia escolar es un factor que pro-
tege a las y los docentes de sentirse superados por las 
situaciones de resolución violenta de conflictos (Morales 
et al., 2022). Recibir formación en convivencia escolar per-
mite a las y los docentes sentirse con mayor preparación, 



al contar con más conocimientos de los contextos en los 
que ocurren situaciones de violencia escolar, diferenciar 
entre violencia y convivencia escolar y sus respectivas di-
mensiones y estrategias de intervención en el aula y fuera 
de ella. Esto dota al profesorado de una mayor percep-
ción de autoeficacia docente para gestionar la convivencia 
escolar (Rojas & Nail, 2022).  Sin embargo, la situación en 
Chile es que se evidencian espacios formativos con con-
tenidos diversos, que no siempre contribuyen a generar 
condiciones para fortalecer la prevención y promoción 
(Morales et al., 2022). En cuanto a la formación docente, 
se reconoce una debilidad  en la formación inicial en estas 
temáticas (Loubies & Valdivieso, 2023; Rojas & Nail, 2022). 
En este sentido, destacamos la posibilidad de garantizar 
características de formación mínimas para desempeñar 
adecuadamente este cargo.

No obstante, consideramos que el proyecto no es claro en 
el apoyo y capacitación de los profesionales que van a tra-
bajar en temas de convivencia y violencia escolar. Si bien 
el PdL especifica que el cargo de coordinador de conviven-
cia escolar lo debe realizar un educador o un profesional 
del ámbito psicosocial o psicoeducativo, esta especifica-
ción es insuficiente, pues no define conocimientos y com-
petencias esperadas para estos profesionales. En efecto, 
es relevante discutir la dimensión formativa de los equi-
pos que van a trabajar en esta materia: qué significa una 
convivencia democrática e inclusiva; qué significa la re-
solución dialógica de conflictos, cuáles son las formas de 
resolución dialógica de conflictos, cómo se llevan a cabo 
en el aula y fuera de ella, cómo se evalúan. Por otra parte, 
tampoco especifica quién tiene la responsabilidad, o quie-
nes tienen responsabilidades compartidas, en la forma-
ción continua de docentes y asistentes de educación, en 
materias de convivencia escolar, bienestar y salud mental. 

Por último, el PdL no se hace cargo de un vacío actual en 
las políticas de formación de asistentes de la educación: la 
inexistencia de un símil a la carrera docente y su respecti-
vo Estatuto Docente, que permita mejorar las condiciones 
laborales de quienes cursan formación certificada en las 
materias que competen a este PdL. Esta es una deuda ya 
histórica, pues psicólogos y trabajadores sociales tienen 
jornadas laborales con permanencia en las escuelas desde 
el año 2008 con la Ley SEP, es decir, desde hace más de 15 
años.  Chile es uno de los pocos países del mundo con tan-

tos profesionales no docentes con permanencia en las es-
cuelas: en el año 2020, trabajaban más de 9 mil psicólogos y 
más de 3 mil trabajadores sociales contratados con fondos 
SEP o PIE en establecimientos que reciben subvención del 
Estado. Sin embargo, no tienen posibilidad de desarrollar 
carrera, no se les reconocen cursos de formación ni hay in-
centivos asociados a la formación continua. La consecuen-
cia es preocupante: los profesionales no docentes están 
presentes en muchos establecimientos educativos, pero 
tienen muy poca experiencia laboral (2 años en promedio, 
recién egresados de sus carreras) y duran poco tiempo tra-
bajando en el sistema escolar (López, 2021b). Por lo tanto, 
se trata de un cuerpo de profesionales sub-aprovechados, 
aún cuando existe evidencia de que su presencia ayuda a 
prevenir la deserción escolar y a mejorar el rendimiento en 
matemáticas (López et al., 2021b).  

Por consiguiente, recomendamos a) especificar los conte-
nidos mínimos obligatorios de la formación en conviven-
cia escolar dirigida a docentes y asistentes de la educación 
(profesionales y no profesionales), b) definir quiénes de-
bieran estar a cargo de la formación continua de docentes 
y asistentes de la educación. A nuestro parecer, deberían 
ser responsabilidades compartidas entre el Ministerio de 
Educación a través de CPEIP; sostenedores y universida-
des; c) desarrollar una carrera de profesionales no docen-
tes, que permita fomentar y reconocer la formación con-
tinua de los profesionales coordinadores de convivencia 
escolar y de aquellos que forman parte de las unidades/
equipos de convivencia escolar.

IV. Clarificar el alcance y responsabilidad ante la 
evaluación y abordaje de riesgos psicosociales.

Aun cuando el PdL busca garantizar entornos libres de 
violencia y considera la evaluación de riesgos psicosocia-
les en profesionales de la educación, responsabilizando 
a los sostenedores en dicha tarea, nos preocupa que es-
tas acciones repercutan en el quehacer de los equipos de 
convivencia escolar. Si bien, el PdL no responsabiliza a los 
equipos de convivencia escolar, en la práctica son ellos 
quienes tienen la mayor formación y conocimientos en 
la materia. Por lo tanto, consideramos crucial definir con 
mayor claridad cómo se evaluarán estos riesgos y quienes 
serán las personas encargadas de diseñar e implementar 
los protocolos de prevención.



En relación a la evaluación de los riesgos psicosociales se 
proponen datos como las denuncias en superintendencia, 
el índice de vulnerabilidad escolar, entre otros. Estos da-
tos nos parecen insuficientes para comprender las nece-
sidades y características particulares de las comunidades 
escolares, por lo que consideramos necesario adoptar 
instrumentos adecuados para esta evaluación.

V. Especificar instrumentos para monitorear la 
violencia y medir el impacto de la política.

En el período post pandemia los medios de comunica-
ción han reportado de manera intensa, recurrente y per-
sistente un incremento de casos de violencia escolar. La 
Superintendencia de Educación (SIE) ha informado un 
incremento  de un 72,1% en las denuncias recibidas en 
materia de convivencia escolar. La Agencia de la Calidad 
de la Educación ha reportado un incremento en la discri-
minación referida a “la propia presonalidad y la forma de 
ser” en estudiantesd  de 4º básico y la normalización de la 
violencia como mecanismo de interacción en estudiantes 
de 2º año medio; particularmente en varones. No obstan-
te lo anterior los datos reportados no son válidos como 
evidencia empírica que pueda describir la realidad y plani-
ficar el cambio futuro. Cabe destacar que Chile no cuenta 
con medidas actualizadas de violencia escolar. La última 
encuesta nacional sobre violencia en el ámbito escolar se 
llevó a cabo en el año 2014 (ENVAE, 2014). Respecto a la 
convivencia escolar, existe una medición de carácter cen-
sal y anual realizada por la Agencia de la Calidad de la Edu-
cación; sin embargo, los resultados entregan un puntaje 
global promediando opiniones de distintos actores edu-
cativos, lo cual dificulta su interpretación y su vinculación 
estadística con otras variables de nivel individual, escolar 
o social (Ascorra et al., 2022). La experiencia de la Agencia 
de Calidad cuando modificó la forma de reportar el DIA 
socioemocional hace unos años (por grupos cursos, úni-
camente reporte de estudiantes, desagregados en dimen-
siones relevantes y fáciles de comprender), y este año el 
DIA de convivencia escolar, ha sido evaluada positivamen-
te por las comunidades educativas, lo que es reflejo de un 
aprendizaje acumulado respecto de las mejores maneras 
de orientar el uso de datos desde un enfoque de monito-
reo de la convivencia escolar para ayudar a las escuelas a 
identificar grupos que requieren acciones de nivel II (inter-
venciones focalizadas grupales), con un sentido de mejora 

educativa y evitando el ranking (ordenamiento) y castigo 
(o amenaza de castigo) (López et al., 2013). 

A su vez, los datos reportados por la SIE no constituyen 
medidas válidas en temas ni de violencia ni de convivencia 
escolar; pues no es un instrumento creado para este fin. 
En consecuencia se debe avanzar a generar mediciones 
o crear observatorios que permitan contar con evidencia 
empírica que oriente el cambio. 

En una investigación en curso (Proyecto FONIDE 
FON19000074, “Violencia escolar y convivencia escolar: 
Análisis de tendencias en el tiempo, asociación con salud 
mental y efectos sobre trayectorias educativas”), hemos 
identificado algunas preguntas contestadas por estudian-
tes que se repiten año a año en los Cuestionarios de Cali-
dad que acompañan la prueba SIMCE (López et al., 2024). 
Estas preguntas han permitido realizar un análisis longitu-
dinal de tendencias en el tiempo a lo largo de una década 
de evaluación del IDSP Clima de Convivencia Escolar. Con-
sideramos que estas preguntas son fundamentales para 
caracterizar la convivencia escolar y violencia escolar, res-
pectivamente, y recomendamos mantenerlas como parte 
del sistema de monitoreo y Observatorio de convivencia 
escolar: a) convivencia escolar (medido como clima esco-
lar por la Agencia de Calidad: a.1 existe una relación de 
respeto entre estudiantes, a.2 los profesores nos tratan 
con respeto; b) violencia escolar (medida como victimiza-
ción entre pares por la Agencia de Calidad): b.1 un com-
pañero/a te ha agredido físicamente (victimización física), 
b.2 un compañero/a se burló de ti (victimización verbal), 
b.2 me he sentido discriminado por mis características… 
(físicas, discapacidad, migración, entre otras; corresponde 
a la dimensión de discriminación.

Por lo tanto, recomendamos mantener/incorporar estas 
preguntas en el sistema de monitoreo de la convivencia 
escolar como parte de las acciones del Observatorio de 
Convivencia Escolar, incorporando además otras pregun-
tas coherentes con los contenidos mínimos que la PNCE 
buscará, según define este PdL, intencionar en los esta-
blecimientos educativos. 



VI. Establecer la participación de la Unidad Técnica 
Pedagógica en la gestión de la convivencia escolar, 
con miras al fortalecimiento de la pedagogización de 
la CE, la promoción del bienestar y la prevención de 
la violencia.

La participación de la Unidad Técnica Pedagógica (UTP) 
queda reducida a “... asegurar el desarrollo adecuado 
de los procesos de evaluación y actualización del Plan 
de Gestión de la Convivencia Educativa y el reglamento 
interno con el objeto de que se mantengan ajustados a 
la normativa educacional vigente y a la experiencia y ne-
cesidades de cada comunidad educativa”. Si bien esto es 
un avance, pues permite transversalizar las habilidades y 
experiencias para una buena convivencia y erradicación 
de la violencia, consideramos que el rol UTP debe estar 
presente tanto en el diseño como en la implementación 
del plan de convivencia que diseñe cada colegio. Solo de 
esta manera se puede avanzar hacia una mayor pedago-
gización de la convivencia escolar.

Por lo tanto, recomendamos ampliar la participación del 
cargo de Jefatura UTP en la gestión de la convivencia es-
colar, incorporando a este cargo/rol tanto en el diseño 
del Plan de Gestión de la Convivencia Escolar, como en la 
coordinación de la implementación, poniendo énfasis en 
su participación en la incorporación del enfoque formati-
vo de la convivencia escolar en las planificaciones peda-
gógicas en aula, así como en las evaluaciones globales y 

específicas por aula, y de las acciones implementadas en 
el marco del Plan de Gestión de la Convivencia Escolar. 

VII. Integrar la mirada y necesidades territoriales. 

La literatura reporta un retroceso de políticas universales 
y estándares para la transformación educativa y una va-
lorización de políticas locales, pertinentes al territorio. Se 
echa en falta una orientación más territorial, en el actual 
PdL.

No es claro cómo puede dialogar este proyecto con la re-
cientemente promulgada Política de Convivencia Escolar 
2024 que sí otorga valor al nivel territorial.

VIII. Reducir la extensión del periodo de vigencia de 
la Política Nacional de Convivencia Escolar.

Si bien nos parece altamente relevante que la Política 
Nacional de convivencia escolar sea elaborada en coor-
dinación con la subsecretaría de educación, subsecreta-
ría de educación parvularia y los órganos que integran el 
sistema de aseguramiento de la calidad, nos preocupa la 
extensión de su periodo de vigencia. 

Aun cuando se propone una evaluación bianual, que per-
mite realizar “ajustes en las acciones, indicadores y metas 
comprometidas”, consideramos que la extensión de su 
vigencia puede afectar el cumplimiento de los propósitos 
de la política.
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